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Buenos días.  En nombre del Centro por la Justicia y Derechos Humanos de la Costa Atlántica de Nicaragua –CEJUDHCAN-, agradezco a la Plataforma Internacional contra la Impunidad por haber facilitado la participación en este foro de la Delegación de Mujeres Indígenas de Latinoamérica, de la cual formo parte.
Con esta intervención, quiero presentarles cómo la falta de consentimiento previo libre e informado afecta de manera particular a las mujeres indígenas miskitas, en el caso específico de una concesión otorgada por el Estado de Nicaragua a una empresa de Houston, Texas, Estados Unidos denominada Noble Energy, para exploración y explotación petrolera en las Regiones Autónomas Atlántico Norte y las Regiones Autónomas Atlántico Sur de Nicaragua.  

Empezaré refiriéndome a los antecedentes de este proyecto, seguidamente el contexto jurídico en el que tiene lugar, luego a cómo afecta la vida de las mujeres indígenas de la región y algunas recomendaciones.
La concesión de exploración y explotación petrolera en las comunidades indígenas y afrodescendientes de la Costa Caribe de Nicaragua
La empresa Noble Energy recibió dos contratos de concesión de petróleo que originalmente habían sido celebrados entre MKJ Exploraciones Internacionales S.A. y el Gobierno de Nicaragua.  Los contratos de concesión (de 2009) estipulan que Noble Energy explore dos concesiones petroleras en la costa atlántica, designadas como banco Tyra y banco Isabel.  
Cada área de concesión cubre aproximadamente 4 mil kiómetros cuadrados, equivalentes a 400 mil hectáreas, aproximadamente el tamaño del Lago Cocibolca, más conocido como el Lago de Nicaragua (ese lago inmenso que pueden ver en el mapa de nuestro país).  La concesión se encuentra a 59 kilómetros de Corn Island y a 63 kilómetros de la reserva de los Cayos Miskitos; y aproximadamente a 60 kilómetros de dos áreas importantes de pesca artesanal.  La empresa (y no el Estado, como establece el Convenio 169), condujo por ella misma unas supuestas consultas a 20 comunidades locales, que no llegan ni a la mitad del total de comunidades afectadas.  Y, de acuerdo a los contratos, cada concesión incluye un término exploratorio de hasta 6 años, seguido de hasta 30 años para la producción, en caso de un descubrimiento de hidrocarburos.

El contexto jurídico en el que tiene lugar este proyecto de explotación petrolera
Nicaragua es una nación multiétnica, que posee 129,494 kilómetros cuadrados con una población de 6 millones 71 mil habitantes; de los cuales, el 10 por ciento es indígena. Existe un Estatuto de Autonomía que establece dos regiones autónomas: la Región Autónoma del Atlántico Norte y la Región Autónoma del Atlántico Sur del país; que ocupan más de la mitad del territorio total de Nicaragua y ahí es donde habita la mayoría de la población indígena y afrodescendientes.
Nicaragua ha ratificado el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales de la OIT y lo ha incorporado como parte de su legislación nacional, sin embargo, su aplicación todavía es muy limitada. La Constitución Política, el Estatuto de Autonomía de las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica de Nicaragua y su Reglamento (Ley No. 28), la Ley de Lenguas (Ley No. 162) y la Ley del Régimen de Propiedad Comunal de los Pueblos Indígenas y Comunidades Étnicas de las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica de Nicaragua y de los Ríos Bocay, Coco, Indio y Maíz (Ley No. 445), no sólo reconocen la existencia de los pueblos indígenas y comunidades étnicas, sino que establecen un régimen especial de autonomía para los pueblos y comunidades que habitan la Costa Atlántica de Nicaragua. Garantizan el derecho de propiedad comunal sobre sus tierras, los recursos naturales, sus propias formas de identidad cultural, lingüística, organizativas y formas de relación con el territorio.

A pesar de este reconocimiento, en la práctica los pueblos indígenas de la Costa Caribe están en desigualdad de condiciones con respecto del resto del país y particularmente frente a las grandes empresas.  Se imponen, en nuestros territorios modelos de desarrollo que no consideran las particularidades que nos corresponden como pueblos culturalmente diferenciados, con nuestra propia cosmovisión, instituciones, normas, sistemas de justicia, y nuestra concepción del desarrollo y el bienestar.

De acuerdo al Convenio 169:  los gobiernos deberán “…consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente…”
 Sin embargo en Nicaragua no existe un mecanismo para  implementar la consulta  de acuerdo a los usos y costumbres  de los Pueblos Indígenas, a fin de obtener su consentimiento previo, libre  e informado. 

Así mismo, el Convenio hace referencia a la protección especial que el Estado debe prestarle a los recursos naturales, al derecho a participar en la utilización, administración y conservación de éstos; y al deber de consultar sobre cualquier explotación en sus tierras o territorios, así como al derecho de los pueblos indígenas de participar de los beneficios de la explotación; y también el derecho a recibir una indemnización. 
Aún cuando Nicaragua es parte del Convenio 169, ninguno de estos derechos que he enunciado, son respetados. 
La grave situación que enfrentan los pueblos indígenas y comunidades étnicas en relación con las tierras y recursos naturales en Nicaragua, es consecuencia de la ausencia de políticas institucionales y del establecimiento de mega proyectos, especialmente por actividades de las industrias extractivas. Dichos proyectos comprometen la integridad de los territorios, tierras, recursos y medios de vida de los pueblos indígenas; y, como ha señalado la Corte Interamericana de los Derechos Humanos en sus resoluciones sobre los casos de los pueblos Saramaka y Sarayaku, atentar contra los territorios de los pueblos indígenas es una amenaza directa a la vida de éstos.
¿Cómo impacta esta concesión petrolera en la vida de las mujeres indígenas de la Costa Caribe?
El mismo estudio de impacto ambiental realizado por la empresa de Estados Unidos Noble Energy, reconoce que las dos regiones donde se está realizando la exploración, son complejas en lo que respecta a las prácticas culturales, su relación con la tierra y el mar. El mismo estudio explica que allí las tierras colectivas son comunes y la propiedad individual es poco común, así como existen formas tradicionales de gobierno, que muchas veces toman precedencia sobre los sistemas de gobierno formal que el Estado impone.  Los pueblos indígenas manifestaron a la empresa que les preocupaba la falta de información y la incertidumbre en relación con el trabajo de exploración y explotación que realizaría ésta y cómo afectará la pesca artesanal.  
El Estado no hizo ninguna consulta a los principales afectados por este proyecto, incluidas las “pikineras” (mujeres acopiadoras de mariscos) que son, en su mayoría, miskitas que compran en alta mar y en los muelles los productos del mar recogidos por los pescadores y buzos artesanales, para luego comercializarlos.  Estas mujeres, tradicionalmente no han contado con apoyo de los hombres de sus comunidades, debido a una serie de mitos en lo que respecta a la influencia de las mujeres en el clima que afecta los mares. Actualmente, las pikineras están tratando de llamar la atención sobre la alta vulnerabilidad en que el Estado nicaragüense les ha colocado al otorgar esta concesión petrolera, por diferentes razones:
· Disminuyó la pesca artesanal en la zona (porque algunas de las regiones utilizadas por la pesca de altura se encuentran adentro del área de exploración petrolera).

· Está bajando la disponibilidad de peces, camarones y langostas en su territorio, cuyo comercio es una de sus principales fuentes de ingresos.

· Aumenta el riesgo de toxicidad en los alimentos provenientes del mar que ellas y sus familias consumen.

· Y aumenta el desempleo.
En consecuencia, dado que la mayoría de estas mujeres son madres solteras o abandonadas y sostén de sus familias; ahora, no pueden alimentar a sus hijos ni proveerles bienes básicos.  Usualmente, estas mujeres no son sujetos de crédito, es decir, no pueden solicitar préstamos, porque viven de su trabajo diario y, por lo tanto, no disponen de una garantía por vivir en condiciones de pobreza.
Por otra parte, la presencia tan cercana de la actividad petrolera a gran escala, pone en alto riesgo de violencia a las mujeres ya sea en el ámbito intrafamiliar (por cambios en las relaciones sociales producidas por el entorno de la empresa) o fuera de éste, por el riesgo de militarización y/o aumento en la presencia de guardias privados de seguridad para resguardo de la empresa.

Algunas recomendaciones de buenas prácticas
1) Las empresas deben respetar el derecho al consentimiento libre, previo e informado de los pueblos indígenas, y no pretender confundirlo con entrevistas de grupos focales ni ningún tipo de encuesta realizada durante los estudios de impacto ambiental.

2) El Estado de Nicaragua debe cumplir su deber de garantizar y aplicar el derecho al consentimiento previo, libre e informado de los pueblos indígenas; y el deber de proteger a los pueblos indígenas, con particular atención a las necesidades de las mujeres, frente a los intereses de actores externos.

3) Que el Estado de Nicaragua establezca un mecanismo de consulta a los pueblos indígenas, de acuerdo a los usos y costumbres de éstos; prestando especial atención a la participación de las mujeres y garantizando su derecho al consentimiento libre, previo e informado, que constituye una expresión del ejercicio de la libre autodeterminación de la que deben gozar los pueblos indígenas.
4) Cualquier proyecto de desarrollo que se quiera promover en territorios de pueblos indígenas debe considerar los impactos no sólo materiales, sino culturales y espirituales en la vida de dichos pueblos.

5) Los pueblos indígenas, incluidas las mujeres indígenas, deben participar de manera real y efectiva en la formulación de políticas de desarrollo, incluyendo las relativas a la actividad de las industrias extractivas que se realicen en sus territorios.
� Arto. 6 del Convenio No. 169
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